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DEFICIENCIAS EN LOS INSTRUMENTOS DE 
EVALUACIÓN DE LA  

COMISIÓN DE POSTULACIÓN PARA FISCAL GENERAL

La Comisión de Postulación para la elección 
de Fiscal General de Guatemala estableció 
4 instrumentos para evaluar los requisitos 
de capacidad, idoneidad, honradez y 
honorabilidad que establece la Constitución de 
la República1.  Definió una tabla de gradación 
con puntajes de 0 a 100 puntos, incluyó 
pruebas psicométricas, estableció una guía de 
entrevistas y programó un período de 3 días 
para que la ciudadanía presente objeciones 
o tachas contra los aspirantes que tengan 
impedimentos para desempeñar el cargo.  Sin 
embargo, hasta ahora los 2 instrumentos que 

han generado más controversia son la tabla 
de gradación y la valoración de las objeciones 
o tachas que presente la ciudadanía.

1. La tabla de gradación  

La Comisión de Postulación aprobó la tabla de 
gradación el 10 de febrero.  La tabla se divide 
en 3 segmentos con punteos específicos: 
formación académica 28 puntos, experiencia 
profesional 70 puntos y proyección humana 2 
puntos; para un total de 100 puntos. 

1La Constitución Política de la República de Guatemala establece: “Artículo 113.- Derecho a optar a empleos o cargos públicos. Los guatemaltecos 
tienen derecho a optar a empleos o cargos públicos y para su otorgamiento no se atenderá más que razones fundadas en méritos de capacidad, 
idoneidad y honradez”. 
Por complementariedad, “Artículo 207.- Requisitos para ser magistrado o juez. Los magistrados y jueces deben ser guatemaltecos de origen, de 
reconocida honorabilidad, estar en el goce de sus derechos ciudadanos y ser abogados colegiados, salvo las excepciones que la ley establece 
con respecto a este último requisito en relación a determinados jueces de jurisdicción privativa y jueces menores”. (resaltado propio)
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Resumen tabla de gradación

Ver tabla de gradación completa

Méritos Académicos Máximo 28 puntos

Estudios realizados 10 puntos

Docencia 8 puntos

Participación en eventos académicos 4 puntos

Publicaciones académicas 4 puntos

Méritos obtenidos 2 puntos

Experiencia profesional Máximo 60 puntos

Ejercicio profesional 50 puntos

Cargos de dirección en administración pública o privada 10 puntos

Entrevista Máximo 10 puntos

Proyección humana Máximo 2 puntos

Total 100 puntos

En la tabla se asignan 50 puntos como 
máximo al ejercicio profesional y se establece 
que, a partir del undécimo año de ejercicio, se 
otorgarán 2 puntos adicionales por cada año 
hasta alcanzar la nota máxima. Sin embargo, 
esto deja fuera la evaluación de los primeros 
10 años de ejercicio profesional, que establece 
la Constitución Política de la República como 
requisito para ser fiscal general. Los artículos 
251 y 216 de la Constitución establecen que:

“Artículo 251.- (…) El jefe del Ministerio 
Público será el Fiscal General y le 
corresponde el ejercicio de la acción penal 
pública. Deberá ser abogado colegiado 
y tener las mismas calidades que los 
magistrados de la Corte Suprema de 
Justicia.

Artículo 216.- Requisitos para ser 
magistrado de la Corte Suprema de 
Justicia. Para ser electo magistrado de la 

Corte Suprema de Justicia, se requiere, 
además de los requisitos previstos en 
el artículo 207 de esta Constitución, 
ser mayor de cuarenta años, y haber 
desempeñado un período completo como 
magistrado de la Corte de apelaciones o 
de los tribunales colegiados que tengan 
la misma calidad, o haber ejercido la 
profesión de abogado por más de diez 
años”. 

Con este criterio se está violando la 
Constitución y se excluye prácticamente a 
los candidatos (as) más jóvenes, y aunque la 
experiencia profesional es un criterio legítimo, 
el diseño adoptado en la tabla de gradación 
genera una ventaja desproporcionada basada 
en la antigüedad del aspirante, sin tomar en 
consideración la calidad de dicho ejercicio. 
Esto constituye una discriminación por razón 
de edad, ya que el hecho de asignar una 
puntuación mayor, a partir de once años, 

https://web.oj.gob.gt/wp-content/uploads/2026/02/Tabla-de-Gradacion.pdf
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sin otros criterios objetivos y razonables de 
ponderación, representa una preferencia 
injustificable para personas de mayor edad.

Por ejemplo, una persona con 15 años de 
ejercicio profesional tendría una puntuación 
máxima de 10 puntos, una persona con 20 
años de ejercicio 20 puntos, una persona 
con 25 años de experiencia 30 puntos y una 
persona con 35 años de ejercicio profesional 
50 puntos, la nota máxima.    

Este criterio favorece a candidatos con 35 o 
más años de ejercicio profesional, como la 
Fiscal General Consuelo Porras o el exdiputado 
Fernando Linares Beltranena, quienes tienen 
más de 40 años de ejercicio profesional, pero 
que son fuertemente cuestionados por su 
parcialidad y falta de ética.

La Comisión de Postulación abordó este 
problema en la reunión del 23 de febrero. 
Varios miembros de la Comisión plantearon 
corregir este punto de la tabla de gradación y 
propusieron que se incluyera la evaluación de 
los primeros 10 años de ejercicio profesional, 
que es lo que exige la Constitución.  Sin 
embargo, esta modificación no fue aprobada 
por la mayoría de miembros de la comisión, 
a pesar de que 8 comisionados votaron a 
favor del cambio, lo que demuestra que existe 
insatisfacción en la fórmula actual.

En procesos anteriores se ha valorado 
el tiempo de ejercicio profesional o el 
desempeño de cargos públicos por períodos 
de tiempo. Por ejemplo, en la tabla de 
gradación para la elección de Fiscal General 
de 2022, se distribuyó la puntuación de la 
siguiente manera: de 10 a 15 años de ejercicio 
profesional se asignaron 25 puntos, de 15 a 
20 de experiencia se asignaron 35 puntos y 
de más de 20 años se asignaron 45 puntos, 
que era la nota máxima.   

En la actual tabla de gradación, los candidatos 
con menos años de experiencia pierden 
posibilidades de pasar la línea de corte de 
75 puntos que estableció la Comisión de 
Postulación para seleccionar la nómina de 
6 aspirantes que enviará al presidente de la 
República. En caso de que se mantenga este 
criterio, se estaría violando la Constitución y 
estándares interamericanos con respecto al 
derecho a la igualdad y el acceso a funciones 
públicas en condiciones de mérito. 

Violaciones a los principios de igualdad y 
proporcionalidad

El artículo 113 de la Constitución dispone 
que todos los guatemaltecos tienen derecho 
a optar a cargos públicos, y para ello deben 
cumplir con los méritos de capacidad, 
idoneidad y honradez. Asimismo, el artículo 23 
de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos garantiza el derecho de las personas 
de acceder a cargos de la función pública en 
condiciones de igualdad. 

La Corte de Constitucionalidad ha sostenido 
reiteradamente que el principio de igualdad 
(artículo 4 constitucional) implica que las 
regulaciones diferenciadas deben responder a 
criterios objetivos, razonables y proporcionales, 
y no pueden establecer privilegios arbitrarios. 
En jurisprudencia sobre acceso a cargos 
públicos y procesos de selección, la Corte de 
Constitucionalidad ha afirmado que:
a.	 El sistema debe garantizar igualdad 

material de oportunidades.
b.	 Los criterios de evaluación deben ser 

objetivos y no discriminatorios.
c.	 No pueden diseñarse reglas que 

generen ventajas irrazonables o 
desproporcionadas para determinados 
grupos.2

2Corte de Constitucionalidad. Expediente 2143-2014. Inconstitucionalidad General Parcial. Sentencia del 13 de junio de 2014.
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3Ibidem, pág. 18.
4Corte de Constitucionalidad. Expediente 5956-2016. Inconstitucionalidad General. Sentencia del 5 de octubre de 2017. Pág. 52 / EXPEDIENTES 
ACUMULADOS 2587-2025, 2588-2025, 2608-2025 Y 2612-2025. Inconstitucionalidad de ley de carácter General Parcial. Sentencia del 26 de 
noviembre de 2025. Pág. 58.
5Corte IDH. CASO NADEGE DORZEMA Y OTROS VS. REPÚBLICA DOMINICANA. Sentencia de 24 de octubre de 2012 (Fondo, Reparaciones 
y Costas). Serie C No. 251. Párr. 235.
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La decisión de asignar 50 puntos a la 
experiencia profesional basada únicamente 
en el número de años de ejercicio profesional 
viola el principio de igualdad material y 
privilegia indebidamente a las personas 
de mayor edad, sin criterios objetivos para 
evaluar la calidad de su experiencia.  En ese 
sentido, la propia Corte de Constitucionalidad 
ha indicado que: 

“Excepto los aspectos éticos a los 
que se referirá este Tribunal en forma 
particular, las cuestiones que se valoran 
numéricamente en la tabla que contiene 
el artículo 12 (de la Ley de Comisiones 
Postulación) son susceptibles de ser 
ponderadas, siendo estos los méritos 
académicos, profesionales y de proyección 
humana, que van dirigidos a determinar 
(sic) la capacidad o aptitud de la persona 
para el desempeño de un puesto… De 
esa cuenta, un profesional puede poseer 
mayor capacidad para un puesto que para 
otro, según su formación, experiencia, 
estudios, actividades desempeñadas y 
otros aspectos” .3

El simple conteo de años de experiencia, sin 
ningún tipo de valoración sobre la calidad 
del ejercicio, constituye una violación a la 
obligación de determinar de manera objetiva 
y razonable la mayor o menor capacidad de 
un aspirante. Situación que se agrava cuando, 
de manera discriminatoria, no se cuenta la 
experiencia profesional de los primeros diez 
años de ejercicio profesional, creando una 
situación de exclusión para los candidatos 
(as) más jóvenes, sin una justificación objetiva 
y razonable basada en méritos que permitan 
evaluar la capacidad e idoneidad para el cargo.

La Corte de Constitucionalidad también ha 
adoptado el examen de proporcionalidad 
como parámetro de control constitucional, 
exigiendo: fin legítimo, idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto4.

En cuanto al fin legítimo de la tabla de 
gradación, se observa que existe un criterio 
diferenciador, que privilegia los años de 
ejercicio profesional, otorgando mayor 
puntuación a la antigüedad en el ejercicio 
profesional, sin criterios objetivos para evaluar 
la calidad de dicho ejercicio. Esto podría 
suponer un fin ilegítimo, a través de crear un 
sesgo para favorecer a los candidatos (as)  
de mayor edad, en detrimento de candidatos 
con menos años de ejercicio, pero con mayor 
calidad profesional.

En el mismo sentido, la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos (Corte IDH) ha 
establecido que el principio de igualdad 
(artículos 1.1 y 24 de la Convención Americana) 
prohíbe no solo la discriminación directa, 
sino también la discriminación indirecta, es 
decir, normas aparentemente neutrales que 
producen efectos desproporcionados sobre 
determinados grupos5.

2. Las tachas y la 
evaluación de la 
honorabilidad   

La tabla de gradación aprobada reduce la 
evaluación de la honorabilidad y la ética a la 
presentación de las siguientes constancias: 
“1. Constancia de carencia de antecedentes 
policiacos; 2. Constancia de carencia de 
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6Ver último apartado de la tabla de gradación.

antecedentes penales; 3. Constancia de 
no haber sido sancionado por la unidad 
del régimen disciplinario de la institución 
donde labore o de las instituciones donde 
haya trabajado. 4. Presentar constancia de 
no haber sido sancionado por el tribunal de 
honor del colegio profesional respectivo; y, 
5.	 Declaración jurada de no estar 
comprendido en los casos de incapacidades e 
incompatibilidades establecidos en el artículo 
77 de la Ley Orgánica del Ministerio Público. 
6. Declaración jurada donde conste que el 
candidato está en el pleno ejercicio de sus 
derechos civiles y políticos y que no ha sido 
inhabilitado para ejercer cargos públicos”6.

Evidentemente, esto es insuficiente para 
una evaluación profunda de la ética de 
una persona, la cual debería incluir: a) la 
revisión de la trayectoria pública: decisiones 
adoptadas, actuaciones relevantes, patrones 
de conducta; b) el análisis de conflictos de 
interés; y c) el examen de señalamientos 
públicos fundamentados, como las tachas y 
las sanciones nacionales e internacionales.

En particular, deben ser evaluadas las 
objeciones o las tachas presentadas por 
la ciudadanía. Estas deben ser tramitadas 
conforme a la ley y resueltas expresamente. 
Además, deberían realizarse audiencias 
públicas sustantivas, con preguntas dirigidas 
a evaluar independencia real, así como la 
coherencia ética en el ejercicio previo de 
funciones públicas.

La Comisión estableció que la ciudadanía 
podrá presentar objeciones o tachas contra 
aspirantes con impedimentos al cargo del 10 
al 12 de marzo, y posteriormente las personas 
señaladas tendrán cinco días para presentar 
sus pruebas de descargo.   El 24 de marzo la 
Comisión conocerá las pruebas de descargo, 
y la evaluación final se realizará del 13 al 15 
de abril.      

Es importante que la Comisión evalúe con 
seriedad las objeciones o tachas que presente 
la ciudadanía contra aspirantes señalados de 
corrupción, tráfico de influencias o sancionados 
internacionalmente, y que no se repita lo que 
ocurrió en la Comisión de Postulación para el 
Tribunal Supremo Electoral, donde se incluyó 
en nómina final a personas con fuertes 
cuestionamientos y vínculos con el crimen 
organizado. Es importante recordar que la falta 
de mecanismos objetivos de evaluación de la 
ética y la honorabilidad debilita la legitimidad 
y credibilidad del proceso, y erosiona la 
confianza ciudadana en el sistema de justicia.  

3. Pruebas psicométricas

La Comisión de Postulación decidió realizar 
pruebas psicométricas para conocer las 
habilidades, aptitudes y rasgos de personalidad 
de los aspirantes.  Las pruebas se realizarán 
el 25 de marzo y serán realizadas por la 
Universidad del Valle de Guatemala.   Los 
resultados de estas pruebas serán meramente 
referenciales para los comisionados porque 
no se publicarán ni tendrán puntuación en la 
tabla de gradación.   

4. Las entrevistas

La Comisión de Postulación también aprobó 
realizar entrevistas públicas a todos los 
aspirantes, para ello elaboró una guía de 
preguntas que comprende 5 ejes temáticos.  
De acuerdo con la guía, los candidatos (as) 
deberán presentar su plan de trabajo y la 
Comisión los entrevistará sobre su propuesta, 
y sobre los siguientes aspectos:

•	 Política general de la institución, criterios 
de política criminal, así como criterios 
para el ejercicio de la persecución penal.

•	 Modelo de gestión de las fiscalías.
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•	 Postura del candidato respecto a la 
objetividad, independencia, imparcialidad 
y autonomía del Ministerio Público.

•	 Medidas de administración pública, 
financieras y de recursos humanos para 
el fortalecimiento del Ministerio Público.

•	 Propuestas de mecanismos de 
articulación para gestionar la política 
del Ministerio Público con la política del 
Estado.

Las entrevistas se realizarán del 6 al 9 de abril 
y tendrán un puntaje máximo de 10 puntos.  
La Comisión todavía no ha establecido el 
tiempo que durará cada entrevista, pero en 
el pasado han durado entre 10 y 20 minutos. 
Sin embargo, dentro del procedimiento no se 
contempla que la ciudadanía pueda plantear 
preguntas a los aspirantes, como ocurren 
en otros países como Argentina y Estados 
Unidos. 

Recomendaciones

Es urgente que la Comisión de Postulación 
revise nuevamente la tabla de gradación y 
realice los ajustes necesarios para incluir en la 
evaluación los primeros 10 años de experiencia 
profesional que establece la Constitución, 
además debe realizar una evaluación objetiva 
de la calidad del ejercicio profesional y no 
limitarlo al conteo de los años. Es importante 
evaluar con objetividad la independencia de 
los candidatos y su compromiso con la justicia 
y los valores democráticos.

Con relación a la evaluación de la ética y 
honorabilidad, la Comisión debe investigar 
las objeciones o tachas presentadas por la 

sociedad civil y las debe resolver de manera 
expresa. Además, debe tomar en cuenta las 
sanciones nacionales e internacionales contra 
los aspirantes, y adoptar decisiones basadas 
en estándares nacionales e internacionales 
de ética.

Es importante que la Comisión de Postulación 
defina criterios específicos para la inclusión 
de mujeres y profesionales indígenas.  De 
los 59 aspirantes al cargo de fiscal general, 
solamente 15 son mujeres y una de ellas es 
indígena, pero la Comisión de Postulación 
sigue sin referirse a este tema y sin definir 
acciones para incluir a candidatas capaces, 
independientes y de reconocida honorabilidad.

Finalmente se debe resaltar que la falta 
de instrumentos objetivos de evaluación 
representa una grave violación a las 
obligaciones internacionales de garantizar 
procesos objetivos para evaluar la capacidad, 
idoneidad y reconocida honorabilidad de los 
aspirantes. En el caso Martínez Esquivia Vs. 
Colombia, la Corte IDH ha establecido que 
los Estados tienen la obligación de garantizar 
una investigación independiente y objetiva, 
habiendo enfatizado que las autoridades a 
cargo de la investigación deben gozar de 
independencia, de jure y de facto, lo que 
requiere no sólo independencia jerárquica 
o institucional, sino también independencia 
real.  Para ello, la Corte IDH concluye que, 
con el fin de salvaguardar la independencia y 
objetividad de las y los fiscales en el ejercicio 
de sus funciones, deben existir garantías 
a un adecuado proceso de selección y 
nombramiento.

Guatemala, 25 de febrero de 2026.


